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Resol. Serie “B” N° 18
En la Ciudad de Santiago del Estero, a los dos días del mes de marzo de dos mil veintiuno, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, integrada por el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, como Presidente, y los Dres. Eduardo José Ramón Llugdar y Ana Rosa Rodríguez, como Vocales y, a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con los Dres. Cristian Vittar y Raúl Oscar Romero, asistidos por la Secretaria Judicial Autorizante, Dra. Karina Chaud Nigro, a los efectos de resolver el recurso interpuesto contra la resolución de fs. 17/18  del Expte. Nº 19.563 – Año 2020 – Autos: “P. F. F. s.d. Robo Calificado por el Uso de Arma en Grado de Tentativa (Art. 166 inc. 2 en Función del Art. 42 del C.P.) e.p. J. M. I. y otros s/ Prisión Preventiva – Casación Criminal”. Establecido el orden de pase a estudio, resultó designado para hacerlo en primer término la Dra.  Eduardo José Ramón Llugdar, y en segundo y tercer lugar, los Dres. Eduardo Federico Lopez Alzogaray y Ana Rosa Rodriguez, respectivamente; y a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, los Dres. Cristian Vittar y Raúl Oscar Romero. 

La Sra. Vocal, Dra. Eduardo José Ramón Llugdar, dijo:



Vistos:



Para resolver el Recurso de Casación obrante a fs. 19/21 interpuesto por la defensa técnica de Francisco Fernando Pinilla en contra de la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Penal, cuyo contenido se deprende del acta de audiencia de fs. 17/18 de fecha 1 de julio de 2020.  ------------------------------------------



Y Considerando:



I) Que el Dr. Ángel Luna Roldán, defensor oficial de 2° Nominación en lo Penal de la Ciudad Capital de la Pcia., en ejercicio de la defensa técnica del Sr. Francisco Fernando Pinilla, interpone el Recurso de Casación, en contra de lo resuelto por la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Penal, que confirma lo decidido por la Jueza de Control y Garantías del Colegio de Jueces de la Circunscripción Capital con fecha 14/04/2020 (fs. 1/5) que resolvió hacer lugar a prisión preventiva del encartado, rechazando la excarcelación solicitada por la defensa.----



II) En efecto, el Tribunal de Apelaciones confirmó la sentencia del Juzgado de Control y Garantías, entendiendo que Pinilla fue condenado con anterioridad al hecho que ahora se investiga en juicio abreviado y en el mes de febrero de este año 2020 cometió otra vez delito. Argumentó que los peligros procesales están latentes justificándolos en que, en la mecánica delictual existió amenazas a las víctimas del robo investigado en el proceso, a los cuales conoce por ser vecinos al igual que a los hijos de estos. También consideró que, al desarrollar una nueva actividad delictual, incurrió en expresos incumplimientos de las reglas de conductas comprometidas para acceder al acuerdo previo del juicio abreviado a que fuera objeto con anterioridad.------------



El Tribunal además entendió necesario recomendar al Ministerio Público Fiscal que a la mayor brevedad posible se pase el proceso a la etapa de control de la imputación. En cuanto al agravio sobre el cambio de calificativa, sostuvo que al no haber sido introducida la cuestión oportunamente, el Juez de Garantías no la trató, por lo tanto, no puede ser introducida en la etapa recursiva todo lo que debe ser interpretado contextualmente.------------------------------------------



III) Contra dicha decisión, la Defensa Oficial interpuso recurso de casación, el que fue concedido a fs. 23/24 por el tribunal cuya sentencia se impugna en el presente recurso. En el mismo argumenta que el recurso debe ser admitido, por ser sentencia equiparable a definitiva al definir lo atinente a la libertad del imputado; en la faz subjetiva, argumenta la parte recurrente, que se encuentra legitimada para interponer el recurso conforme la norma procesal aplicable, especialmente por lo dispuesto por el art. 486. Inc. 3°.

En cuanto a los agravios los agrupa en dos categorías: a) errónea aplicación del derecho; b) afectación al principio constitucional de inocencia.------------------------------



Respecto al primero de ellos, se agravia que la denegación de la excarcelación se haya fundado en que el encartado tenía una condena anterior en juicio abreviado en el mes de febrero/2020 y habría incurrido en un nuevo hecho delictivo similar. Ello  sin partir de la base de que como toda persona incursa en un proceso judicial penal,  debería ser tratado como inocente, respetándose el status jurídico establecido por la CN (art.18) y confirmado por diversos instrumentos internacionales de ddhh tales DUDH (art. 11.1), PIDCP (art. 14.2), CADH (art. 8.2), Reglas Mínimas para el Tratamiento de Reclusos  (art. 84.2) que establecen que dicho status debe ser conservado hasta tanto un pronunciamiento condenatorio lo destruya. Para ello cita como antecedentes fallos de la CorteIDH tales como Suarez Rosero vs. Ecuador (1997), Cantoral Benavidez vs. Perú (2000). También apela a sentencias de la CSJN tales como Miguel, Jorge (2006 – Fallos: 329:562), Romano (2008) y Nápoli, Erika (1998).--- 



En base a ello entiende la parte recurrente, que su defendido se encuentra privado de la libertad contrariando normativa convencional y constitucional como la interpretación dada a las mismas por las máximas jurisdicciones competentes para  sentar doctrina al respecto, no siendo válido denegar la excarcelación bajo el argumento de la condena firme anterior del Sr. Pinilla, incluso contrariando el tribunal cuya sentencia se impugna, decisiones anteriores propias como las de los casos Maguna y Destefani del año 2018 donde sentó que no resultaba impedimento una condena abreviada anterior para obtener el beneficio de la excarcelación hasta tanto no se declare por sentencia la condena de reincidencia.---------



En cuanto al agravio sustentado en la afectación al principio constitucional de inocencia, con similares argumentos al anterior agravio, centra el discurso en los peligros procesales aludido por el Tribunal de Apelación en lo Penal. Respecto a las amenazas, menciona que no se tiene en cuenta, pese a las advertencias de la defensa, que para ser calificadas como delictivas deben ser ciertas, reales y no meramente generalizadas contextualmente, reforzándose la postura defensiva, por el hecho de que el MPF no imputó a su representado por dicho delito.---------------------------------------------------



En otro apartado, la defensa señala que respecto al incumplimiento de las obligaciones impuestas en las condena anterior por juicio abreviado, solo fueron parciales y habiendo mostrado en las audiencias realizadas los informes de otras reglas efectivamente cumplidas, sin embargo nada de eso tuvo en consideración el Tribunal de Apelaciones en lo Penal al merituar el pedido excarcelatorio, siendo que el mismo no es un beneficio que se concede de modo graciable por los jueces o el legislador, sino que se trata de un derecho derivado del estado de inocencia que gozan todos los habitantes.------- 



Concluye la defensa afirmando, que, en el caso, el Tribunal cuya sentencia se ataca recursivamente no satisfizo en lo más mínimo los estándares convencionales ni constitucionales argumentados e invocados en forma oportuna por lo que no es justificada la decisión de encierro cautelar de Pinilla, solicitando a este tribunal de casación que repare dicho avasallamiento a las garantías enunciadas en los agravios.---------------------



IV) Se expide el Fiscal General del Ministerio Publico a fs. 28/31 quien dictamina que el decisorio en revisión es congruente con la valoración de las pruebas rendidas en la causa y con sustento legal en la normativa vigente, siguiendo las reglas de la sana crítica racional, en la que coinciden en lo sustancial con lo resuelto por la jueza de control y garantías en cuanto a los argumentos vertidos para denegar la excarcelación solicitada.  Entiende en su dictamen que se trata más de una mera discrepancia de la defensa respecto a los sólidos fundamentos brindados por el Tribunal de Apelaciones en lo Penal que dicha diferencia subjetiva no es suficiente para torcer la justicia de lo decidido referente a la cuestión planteada y que los incumplimientos incurridos respecto a las condiciones de la condena del juicio abreviado anterior  fortalecen la probabilidad  del riesgo procesal alegado como sustento de lo decidido respecto la excarcelación solicitada especialmente a lo concerniente al peligro de fuga, solicitando sea desestimado el recurso planteado.------------------------------------------------



V) Pasando a tratar el recurso, se coincide con el juicio de admisibilidad realizado por el Tribunal A-quo al conceder la presente casación.-------------------------



En lo referente a su procedencia, cabe recordar, que respecto a la tarea de la jurisdicción para evaluar la legalidad de la privación a la libertad como cautelar en los procesos penales, la CorteIDH se ha expedido recientemente en un caso contra la República Argentina ante la petición en el SIDH realizada por Raúl Rolando Romero Feris en sentencia de fondo, Reparaciones y Costas de fecha 15 de octubre de 2019. En dicho precedente, apoyándose en doctrina fijada con anterioridad, sostuvo que el contenido esencial del artículo 7 de la Convención Americana es la protección de la libertad del individuo contra toda interferencia arbitraria o ilegal del Estado, afirmando que este artículo tiene dos tipos de regulaciones bien diferenciadas entre sí, una general y otra específica. Respecto a la general, alegó que se encuentra en el primer numeral: “toda persona tiene el derecho a la libertad y a la seguridad personal”. Mientras que la específica está compuesta por una serie de garantías que protegen el derecho a no ser privado de la libertad ilegalmente (artículo 7.2) o arbitrariamente (artículo 7.3), a conocer las razones de la detención y los cargos formulados en contra del detenido (artículo 7.4), al control judicial de la privación de la libertad (artículo 7.5) y a impugnar la legalidad de la detención (artículo 7.6), por lo que cualquier violación de los numerales 2 al 7 del artículo 7 de la Convención acarreará necesariamente la violación del artículo 7.1 de la misma. (párr. 76). ----------------------------------------------



Recordó en el caso aludido, que sobre la arbitrariedad referida en el artículo 7.3 de la Convención, la CorteIDH ha establecido que nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento por causas y métodos que -aun calificados de legales- puedan reputarse como incompatibles con el respeto a los derechos fundamentales del individuo por ser, entre otras cosas, irrazonables, imprevisibles o faltos de proporcionalidad. El Tribunal consideró que se requiere que la ley interna, el procedimiento aplicable y los principios generales expresos o tácitos correspondientes sean, en sí mismos, compatibles con la Convención. Así, no se debe equiparar el concepto de “arbitrariedad” con el de “contrario a ley”, sino que debe interpretarse de manera más amplia a fin de incluir elementos de incorrección, injusticia e imprevisibilidad. De ese modo, para que una medida cautelar restrictiva de la libertad no sea arbitraria es necesario que: I. se presenten presupuestos materiales relacionados con la existencia de un hecho ilícito y con la vinculación de la persona procesada a ese hecho; II. esas medidas cumplan con los cuatro elementos del “test de proporcionalidad”, es decir con la finalidad de la medida que debe ser legítima (compatible con la Convención Americana), idónea para cumplir con el fin que se persigue, necesaria y estrictamente proporcional, y III. la decisión que las impone contenga una motivación suficiente que permita evaluar si se ajusta a las condiciones señaladas. (párr. 91 y 92). Respecto del primer punto, la Corte ha indicado que para que se cumplan los requisitos para restringir el derecho a la libertad personal a través de una medida cautelar como la prisión preventiva, deben existir indicios suficientes que permitan suponer razonablemente que un hecho ilícito ocurrió y que la persona sometida al proceso pudo haber participado en ese ilícito, pero ese solo presupuesto no constituye en sí mismo una finalidad legítima para aplicar una medida cautelar restrictiva a la libertad, ni tampoco es un elemento que sea susceptible de menoscabar el principio de presunción de inocencia contenido en el artículo 8.2 de la Convención. Se trata de un supuesto adicional a los otros requisitos relacionados con la finalidad legítima, la idoneidad, la necesidad y la proporcionalidad, y opera como una garantía suplementaria a la hora de proceder a la aplicación de una medida cautelar restrictiva de la libertad (párr. 94). En concordancia con lo anterior la Corte ha considerado que la sospecha o los indicios suficientes que permitan suponer razonablemente que la persona sometida al proceso pudo haber participado en el ilícito que se investiga, deben estar fundados y expresados con base en hechos específicos, esto es, no en meras conjeturas o intuiciones abstractas. De allí se deduce que el Estado no debe detener para luego investigar, por el contrario, sólo está autorizado a privar de la libertad a una persona cuando alcance el conocimiento suficiente para poder llevarla a juicio.---------------------------------------------------



Respecto del segundo punto, la CorteIDH ha afirmado que corresponde a la autoridad judicial desarrollar un juicio de proporcionalidad al momento de imponer una medida privativa de la libertad. El tribunal Interamericano de DDHH ha considerado la prisión preventiva como una medida cautelar y no una medida de carácter punitivo, la cual debe aplicarse excepcionalmente al ser la más severa que se puede imponer al procesado de un delito que goza del principio de presunción de inocencia. A su vez, este Tribunal ha indicado en otros casos que la privación de libertad de un imputado o de una persona procesada por un delito no puede residir en fines preventivo-generales o preventivo-especiales atribuibles a la pena. En consecuencia, ha indicado que la regla debe ser la libertad del procesado mientras se resuelve acerca de su responsabilidad penal. En base a lo anterior, corresponde a la autoridad judicial imponer medidas de esta naturaleza únicamente cuando acredite que: a) la finalidad de las medidas que priven o restrinjan la libertad sea compatible con la Convención; b) que las medidas adoptadas sean las idóneas para cumplir con el fin perseguido; c) que sean necesarias, en el sentido de que sean absolutamente indispensables para conseguir el fin deseado y que no exista una medida menos gravosa respecto al derecho intervenido entre todas aquellas que cuentan con la misma idoneidad para alcanzar el objetivo propuesto, y d) que resulten estrictamente proporcionales, de tal forma que el sacrificio inherente a la restricción del derecho a la libertad no resulte exagerado o desmedido frente a las ventajas que se obtienen mediante tal restricción y el cumplimiento de la finalidad perseguida. (párr. 98). De este modo, el Tribunal considera que únicamente deben ser consideradas como finalidades legítimas de la prisión preventiva, aquellas que están atadas directamente con el desarrollo eficaz del proceso, es decir, que estén vinculadas con el peligro de fuga del procesado, directamente establecido en el artículo 7.5 de la Convención Americana, y aquella que busca evitar que el procesado impida el desarrollo del procedimiento (párr. 102).----------------------------------------------------



VI) Por su parte la CSJN viene sosteniendo desde antiguo que “la sola referencia a la pena establecida por el delito por el que ha sido acusado y la condena anterior que registra, sin que precise cuáles son las circunstancias concretas de la causa que permitieran presumir, fundadamente, que el mismo intentará burlar la acción de la justicia, no constituye fundamento válido de una decisión de los jueces que sólo trasunta la voluntad de denegar el beneficio solicitado” (Causa Estévez, José Luis, Sentencia de 3 de octubre de 1997, Considerando 6). Más recientemente, el 26 de diciembre de 2019 la CSJN se expidió en el caso “Rojas, Lucía Cecilia; Jara, Ricardo Omar; Vázquez, Cristina s/ homicidio agravado” sosteniendo que es un proceso indebido aquel en el que se niega la vigencia del principio de inocencia y la aplicabilidad al caso del   in dubio pro reo como consecuencia de una sesgada y parcial revisión del fallo. Consiguientemente si no hay un debido proceso, mal puede existir el respeto a la garantía de la defensa y al derecho a ser oído y si esa garantía se encuentra ausente, no existe posibilidad alguna de garantizar la presunción de inocencia (Cons. 19).------------------------------------------------------



VII) Al respecto, esta Sala Penal del Excmo. Tribunal Superior de Justicia de la Provincia, como todos los tribunales y juzgados inferiores en la jerarquía recursiva, deben obligatoriamente observar los estándares fijados tanto por la CorteIDH como por la CSJN para que sus fallos sean considerados no solo legales sino además legítimos, por ello, teniendo en cuenta los mismos y los mandatos convencionales y constitucionales, se procederá a revisar lo decidido por el Tribunal de Apelaciones en lo Penal, en la presente causa y siguiendo el hilo argumentativo establecido en los agravios de la defensa a fin de respetar el principio de congruencia en la esfera del presente recurso y establecer si su contenido se encuentra acorde a los estándares antes mencionados. Para ello se procederá con los elementos incorporados en la causa, a efectuar el test de proporcionalidad a fin de determinar la razonabilidad o no de la medida restrictiva aplicada, de naturaleza cautelar en materia penal, lo que en definitiva decidirá la suerte del recurso de casación intentado por la defensa técnica. ------------------------



VIII) Para proceder conforme lo antes expresado se parte de que el Tribunal de Apelaciones en los Penal, en forma unánime, consideró que Pinilla ya había cometido otro delito similar con anterioridad, por el cual fue condenado por juicio abreviado, pero en ningún momento se refiere a la aplicación de los enunciados del art. 50 del CP referente a la reincidencia, sino como un elemento contextual más para evaluar los riesgos procesales latentes en caso de conceder el beneficio excarcelatorio. Efectúa en base a ello un ejercicio ponderativo sobre las justificaciones dadas por la Jueza de garantías y los elementos objetivos incorporados en la causa, como las amenazas proferidas, más allá de que puedan haber configurado el tipo delictual tipificado como delito, sino como elemento que hasta podría llegar a no conformar el tipo penal, pero si ser suficientemente apto para amedrentar a las víctimas del ilícito y su familia entorpeciendo la investigación y el normal desenvolvimiento de las instancias procesales, como elemento objetivo de enervar las reglas excarcelatorias   y aplicar la excepción. Sin embargo, también le es útil a dichos efectos la condena abreviada anterior de donde infiere que fue dictada en febrero de este año e impuso una pena de ejecución condicional sujeta a reglas de conducta conforme lo dispone el art. 27 del CP, muchas de las cuales fueron incumplidas por el encartado.-----------



A este respecto, cabe mencionar que el Sistema Universal de Protección de Derechos Humanos, las Reglas mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de la libertad se refieren a que, si bien la prisión preventiva es un último recurso, aclara que en el procedimiento penal “se aplicará, teniendo debidamente en cuenta la investigación del supuesto delito y la protección de la sociedad y de la víctima”, la que tampoco puede ser invisibilizada, de conformidad al enunciado citado, en el ejercicio ponderativo a realizar por la jurisdicción en la búsqueda de lograr la proporcionalidad de la medida para alcanzar su razonabilidad en orden a su legitimación normativa.-----------------------------------



Cabe recordar que el art. 32.2 de la CADH es claro al referir que los derechos de cada persona, (en el caso, incluso los del art. 7.1 del mismo instrumento) están limitados por los derechos de los demás, por la seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común, en una sociedad democrática.-----------------------



IX) Desde dicha perspectiva, y sumado a la temporalidad y flexibilidad de la medida confirmada, ya que el propio tribunal de apelación exhorta expresamente al MPF “que a la mayor brevedad posible se pase a una nueva etapa de control de imputación”, donde podrá de nuevo evaluarse la situación de los riegos procesales que hasta el momento se consideren acreditados por los argumentos vertidos, permite apreciar que se efectuó una adecuada justificación respetando los estándares aludidos en los considerandos V y VI de la presente ponencia, no surgiendo la incurrencia de errores en la aplicación del derecho vigente ni tampoco de valoración en la  estructura lógica (errores in cogitando) en la decisión del Tribunal de Apelaciones en lo Penal de la provincia, por lo que corresponde confirmar lo decidido en todas sus partes.----



Por lo expuesto, Doctrina y Jurisprudencia reseñada y oído el Fiscal General del Ministerio Público, Voto por: I) NO HA LUGAR al Recurso de Casación interpuesto por la Defensa Técnica de Francisco Fernando Pinilla en contra de la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Penal, cuyo contenido se deprende del acta de audiencia de fs. 17/18 de fecha 1 de julio de 2020. II) EN CONSECUENCIA, Confirmar la Resolución mencionada en todas sus partes. Notifíquese.--------------



A estas mismas cuestiones, el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, dijo: Que comparte los argumentos esgrimidos por la Vocal preopinante, el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, emitiendo su voto en idéntico sentido.



A estas mismas cuestiones, la Dra. Dra. Ana Rosa Rodríguez, dijo: Que se adhiere en un todo a lo sustentado por el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, votando en igual forma. Con lo que se dió por terminado el Acto, firmando los Sres. Vocales, por ante mí, que doy fe. Fdo: Eduardo José Ramón Llugdar – Eduardo Federico Lopez Alzogaray - Ana Rosa Rodriguez - Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
Santiago del Estero, dos de marzo año dos mil veintiuno.



En mérito al resultado de la votación que antecede, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve: I) NO HA LUGAR al Recurso de Casación interpuesto por la Defensa Técnica de Francisco Fernando Pinilla en contra de la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Penal, cuyo contenido se deprende del acta de audiencia de fs. 17/18 de fecha 1 de julio de 2020. II) EN CONSECUENCIA, Confirmar la Resolución mencionada en todas sus partes. Notifíquese. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Eduardo José Ramón Llugdar – Eduardo Federico Lopez Alzogaray - Ana Rosa Rodriguez - Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
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